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: 
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: 
Auto de 2ª instancia
Tema                              : 
Las excepciones previas deben estar debidamente fundamentadas y no utilizarse como simple trámite dilatorio.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

(Acta Nro. 0044)

AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los nueve (09) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las dos y cuarenta y cinco de la tarde (02:45 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora PAULA ANDREA BLANDÓN ZAPATA en contra de RICARDO ARTURO MARTÍNEZ GARCÍA.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. AUTO APELADO

Dentro de la audiencia del Artículo 77 de Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, la Juez de primera instancia decidió declarar no probadas las excepciones previas denominadas “Ineptitud de demanda por falta de requisitos formales”, “ Ineptitud de demanda por indebida acumulación de pretensiones” y  “Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde”,  formuladas por la parte demandada, ya que las mismas carecen de fundamento, toda vez que los hechos en que se basan no guardan relación con lo que efectivamente se encuentra en la demanda, es decir, que la demanda satisface todos los requisitos, pues en el texto fuero relatados 27 hechos en el respectivo capítulo, las direcciones de notificación están claramente definidas, el poder es suficiente para presentar demanda ante la jurisdicción laboral y en el se expresa el asunto para el cual fue otorgado, en cuanto a las pretensiones no se encontró que se excluyeran unas a otras y al contrario lo que se busca es el pago de las prestaciones reclamadas, finalmente en lo relativo al trámite del proceso, se dijo que es el adecuado, pues el valor de la sola indemnización moratoria supera los diez salarios mínimos.

II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN


Inconforme con lo decidido la parte accionada presentó recurso de apelación contra el auto proferido el día 16 de marzo de 2009 (fl. 16 s.s), donde se decidió declarar no probadas las excepciones previas, insistiendo en que la demanda no cumplió con lo indicado procesalmente para presentarla, toda vez que no fueron  relacionados en la demanda los fundamentos de hecho, en el poder no se especifica con claridad para que fue otorgado y, además la apoderada de la demandante excedió las facultades del mismo, tampoco se tuvo en cuenta para decidir que en la demanda se pretende de una parte indemnización por despido injusto, cuando la demandante confiesa haber firmado carta de renuncia, finalmente manifiesta que para evitar la nulidad de lo actuado, el despacho debió inadmitir la demanda, pues el proceso no debió iniciarse por trámite de primera, sino de única instancia.
III. CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

· ¿Las excepciones previas que se formulen, requieren estar debidamente fundamentadas?
2. De los antecedentes procesales: 

En lo que interesa a este asunto, de acuerdo al contenido de la demanda (folios 2 a 10, cuaderno de copias), la demandante pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre ella y su demandado Sr. RICARDO ARTURO MARTÍNEZ GARCÍA, a término indefinido, que inició el 15 de marzo y terminó el 6 de julio de 2007 por  culpa del empleador por despido indirecto. En consecuencia solicita el pago de cesantías en proporción al tiempo laborado. Intereses a las censarías, sanción por el no pago de cesantías, vacaciones y prima de servicios en proporción a lo laborado, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria y la respectiva indexación. 

Al contestar la demanda, el demandado propuso las siguientes excepciones previas: Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales,  Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones, y, haberse dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde, excepciones todas que fueron declaradas no probadas por la juez de primer grado en la audiencia de conciliación. 

Contra esta decisión se alzó el reo procesal insistiendo básicamente en los mismos argumentos que le sirvieron de fundamento para sustentar las excepciones previas, argumentos que ahora son motivo de análisis por parte de esta Sala lo cual se hará bajo las consideraciones que se expone más adelante. 

3. De las excepciones previas y de los fundamentos de la apelación:

De la simple lectura del escrito de sustentación de la apelación (folio 5 y 6, cuaderno de segunda instancia) e incluso de la misma sustentación de las excepciones previas que propuso (folios 11 a 15, cuaderno de copias), la Sala encuentra que el apoderado de la parte demandada o bien desconoce el objeto de las excepciones previas, lo cual resulta inadmisible para una persona que se reputa profesional del derecho, o bien pretende dilatar injustificadamente el presente proceso, conducta que no puede tolerar la administración de justicia. 

Tal como lo enseña el Maestro HERNAN FABIO LÓPEZ BLANCO
, la excepción previa no se dirige contra las pretensiones del demandante sino que tiene por objeto mejorar el procedimiento, permitiéndole al demandado que desde un primer momento, manifieste las reservas que pueda tener respecto a la validez de la actuación, a fin de que el proceso, subsanadas las irregularidades, se adelante sobre bases de absoluta firmeza corrigiendo, de paso, fallas por omisión en las que incurrió el juez, porque es lo cierto que éste a través de las facultades de inadmisión de la demanda puede obtener el saneamiento del proceso. 

De ahí que esta facultad que se le otorga al demandado parte del principio de lealtad procesal y por eso la formulación de una o varias excepciones previas implica una conducta responsable de su parte, con el fin de impedir que se haga mal uso de esta herramienta con el solo objeto de entorpecer el proceso sin más. Lo anterior quiere decir que las excepciones previas interpuestas ameritan a lo sumo un mínimo de sustentación fáctica y jurídica, so pena de soportar una condena en costas, tal como lo dispone el numeral 1º del artículo 392 del Estatuto Procedimental Civil, aplicable por analogía en materia laboral.

En el presente caso, la Sala lamenta la pobre argumentación que esgrimió la parte demandada al sustentar sus excepciones previas, argumentación que se repitió al momento de fundamentar el recurso de apelación y que no merece más que un llamado de atención para el profesional del derecho que representa al demandado, para que en una próxima oportunidad, enfile sus esfuerzos realmente a defender los derechos de sus clientes sin menoscabar el respeto que merece la administración de justicia y la propia profesión del Derecho.

En efecto, resulta grosero por decir lo menos que la excepción denominada “INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS FORMALES”, se fundamente en la ausencia de fundamentos de hecho de la demanda, cuando lo cierto es que el libelo contiene 27 numerales que relatan con claridad los fundamentos fácticos en los cuales se sustentan las pretensiones y que,  como si fuera poco, se rotularon bajo el nombre de “HECHOS”. El mismo calificativo nos merece la afirmación según la cual, dentro del contexto de la demanda no se indicó el lugar del domicilio de ninguna de las partes, cuando la demanda contiene un subcapítulo que satisface con creces este requisito, al punto que el mismo togado lo ratifica al indicar como NOTIFICACIONES Y DIRECCIONES “Las aportadas en la demanda inicial”. 

En cuanto a la alegada insuficiencia de poder, tampoco tiene asidero alguno porque el poder que otorgó la demandante contiene los requisitos mínimos para facultar a su abogada a interponer el presente proceso ordinario en contra del Sr. RICARDO MARTÍNEZ, en procura del reconocimiento y pago de las pretensiones de la demanda. No puede el excepcionante pretender que el poder coincida exactamente con el contenido de la demanda, como parece insinuarlo, porque basta mencionar el marco general dentro del cual se moverán las facultades del apoderado, tal como se hizo en el presente caso. Por otra parte, recuérdese que el artículo 70 del C. de P.C., por ley establece que el poder para litigar se entiende conferido para los efectos que a continuación enuncia, de modo que tampoco hay necesidad de expresar en el poder las facultades del abogado, salvo aquellas que implican disposición del derecho litigioso, o las restricciones que el poderdante quiera hacer. 

Con relación a la excepción previa denominada “INEPTITUD DE LA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES”, se observa que el abogado desconoce por completo en que consiste la indebida acumulación de pretensiones, porque lejos de sustentarla como debiera, esto es, comparando una pretensión con otra, se dedica a atacar los supuestos fácticos de la demanda, situación propia de las excepciones de mérito. En consecuencia, ni siquiera merece ser analizada por esta Colegiatura. 

En cuanto a la excepción previa rotulada como “HABERSELE DADO A LA DEMANDA EL TRAMITE DE UN PROCESO DIFERENTE AL QUE CORRESPONDE”, alegando que se trata de un proceso de mínima cuantía y por tanto de única instancia, porque, según dice el abogado, la condena en caso de existir jamás sería superior a 10 salarios mínimos mensuales, recordemos que cuando se trata de un proceso en que la cuantía de la pretensión es importante –como el presente caso- pero se desconoce desde un primer momento el valor exacto, debe hacerse una estimación aproximada de ella, sin necesidad de indicar una suma, porque basta afirmar que se trata de un proceso de primera instancia al decirse, por ejemplo, como se hizo este asunto que la cuantía se estima superior a 10 millones de pesos. Ahora bien, tal como lo dijo la juez de primer grado, en caso de salir avante la sola indemnización moratoria, su cuantía superaría los 10 salarios mínimos legales, estimación que en realidad no merece mayor esfuerzo y que en caso de haberse hecho por parte del apoderado de la parte demandada, hubiera evitado este absurdo trámite. 

Visto como está que ninguna de las excepciones previas propuestas se justificaban, debió condenarse en costas a la parte demandada como ordena el numeral 1º del artículo 392 del c. de P.C., pero como no se hizo en primera instancia, la Sala se limitará a confirmar el auto de primer grado, para no hacer más gravosa la situación del único apelante que lo fue la parte demandada. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, 

R E S U E L V E :

Primero.- Confirmar el auto del 16 de marzo de 2009, proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, según se explicó en la parte motiva de esta providencia. 

Segundo.- Sin lugar a condenar en costas.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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